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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO

19ma. Asamblea
                                                                                                3ra. Sesión

           Legislativa
                                                                                                       Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO 
R. del S. 498
30 de marzo de 2022
Presentada por el señor Dalmau Santiago
Referida a la Comisión de Asuntos Internos 

RESOLUCIÓN

Para ordenar a la Comisión de Asuntos Municipales y de Vivienda del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, realizar una investigación sobre el cumplimiento de la Administración de Vivienda Pública con las disposiciones sobre las necesidades de viviendas adaptadas y servicios de las personas con impedimentos en los residenciales públicos de Puerto Rico.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En Puerto Rico, la población de personas con impedimentos presenta múltiples necesidades y, por tanto, requiere de atención y protección del Estado de manera que tal que puedan vivir en igualdad de condiciones. El reconocimiento de la condición de igualdad de todos los seres humanos se establece desde la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la cual impone al Gobierno la responsabilidad indelegable de proteger, promover, defender, fomentar y crear las circunstancias particulares que propendan a la igual calidad de vida de todos los puertorriqueños y las puertorriqueñas. Conforme a ello, se aprobó la Ley 238-2004, según enmendada, y conocida como “La Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos”. 
Una persona con impedimentos se refiere a toda persona que tiene un impedimento físico, mental o sensorial que limita sustancialmente una o más actividades esenciales de su vida; tiene un historial o récord médico de impedimento físico, mental o sensorial; o es considerada que tiene un impedimento físico, mental o sensorial.
 Según los datos del Censo de 2010, una cantidad significativa de la población puertorriqueña tiene uno o más impedimentos. Cerca de 900,000 personas mayores de 5 años sufren algún tipo de discapacidad. Esto significa que más de una cuarta (1/4) parte de la población general necesita atención especial para alcanzar la calidad de vida plena y el desarrollo total de sus capacidades.
 Cónsono con ello, en las últimas décadas las diferentes Asambleas Legislativas han impulsado y promovido iniciativas importantes para atender las necesidades particulares de la población con impedimentos, garantizar su igualdad y eliminar las barreras que les impiden tener acceso a necesidades básicas como: salud, transportación, accesibilidad a servicios y a otros recursos en sus comunidades y, sobre este particular, necesidades de acceso a vivienda.
A su vez, el Artículo 7 de la Ley 238-2004, supra, le impone la obligación al Estado de que las personas con impedimentos tengan acceso a una vivienda adaptada a sus necesidades. La cual debe corresponder a un diseño de construcción que elimine barreras arquitectónicas que coarten el movimiento y garanticen la seguridad de la persona con impedimentos. A su vez, el interior de la vivienda debe estar diseñado de forma tal que el desenvolvimiento cotidiano de la persona con impedimentos o el cuidado de ésta por un encargado se facilite lo más posible, particularmente el área del baño, la cocina y el dormitorio. De igual forma, el Departamento de la Vivienda deberá requerirles a los desarrolladores como requisito para solicitar los incentivos por la inversión adicional para conformar viviendas a las necesidades para personas con impedimentos que en las etapas de promoción y venta de los proyectos divulguen la disponibilidad de viviendas construidas de conformidad con dichas necesidades. Sin embargo, a pesar de las iniciativas realizadas, las personas con impedimentos y deficiencias en el desarrollo aún se encuentran en desventaja en nuestra sociedad.
Recientemente, el Consejo Estatal sobre Deficiencias en el Desarrollo del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico en colaboración con la Escuela Graduada de Salud Pública realizaron un estudio donde estampan las dificultades que enfrentan las personas con impedimentos. 
 
El estudio se realizó con el propósito de explorar la percepción de las personas con impedimentos sobre sus necesidades de vivienda. Ello, debido a la imperante dificultad que tienen las personas con impedimentos en tener una vivienda conforme a las necesidades de la comunidad. Dentro de los resultados encontrados se destacan los siguientes: veintisiete por ciento (27%) de la población en Puerto Rico tiene algún tipo de impedimento; 52% de los participantes expresaron la necesidad de ayuda con el fin de satisfacer sus necesidades de transporte; el 67% de los individuos viven en apartamentos; y el 46% necesita algunas adaptaciones especiales para sus hogares. 
 La mayoría de las fallas en las adaptaciones de vivienda identificadas por los participantes fueron: 

(1) En el cuarto de baño: Solo el 59% de los participantes que viven en vivienda pública cuentan con barras en el baño y un 48% cuenta con ducha de mano.

(2) Deficiencias en el área de la cocina: Solo un 65% cuenta con una altura adecuada para alcanzar los gabinetes de la cocina; un 79% puede utilizar fácilmente la estufa.

(3)  Zonas de seguridad: Un 76% de los participantes cuenta con fácil acceso de entrada a su vivienda. 
El acceso a una vivienda adecuada afecta la inclusión de las personas con impedimentos en la sociedad y les impide disfrutar de una mejor calidad de vida. Al igual que en otros países, los servicios para las personas con impedimentos se encuentran mayormente en las zonas urbanas. En estas áreas, es más difícil cumplir con los requisitos de accesibilidad a vivienda basados en las necesidades de este sector poblacional, que es uno de los más pobres. 
Los diversos problemas relacionados con la vivienda, que surgen como obstáculos o barreras de acceso a la misma para las personas con impedimentos, especialmente en el cuarto de baño, cocina y zonas de seguridad de sus viviendas imposibilitan que puedan tener calidad de vida. De acuerdo con las leyes federales y locales, las personas con discapacidad tienen derecho a vivir lo más independientemente posible en una vivienda segura. Las autoridades de vivienda deben tomar medidas inmediatas para proteger y promover esta prerrogativa. Por tanto, es imperativo conocer si, en efecto, la vivienda pública cumple con las disposiciones legales aplicables en favor de las personas con algún tipo de discapacidad.  
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 


Sección 1.- Ordenar a la Comisión de Asuntos Municipales y de Vivienda del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (en adelante “Comisión”), realizar una investigación sobre el cumplimiento de la Administración de Vivienda Pública con las disposiciones sobre las necesidades de viviendas adaptadas y servicios de las personas con impedimentos en los residenciales públicos de Puerto Rico.
Sección 2.- La Comisión podría celebrar vistas públicas; citar funcionarios y testigos; requerir información, documentos y objetos; y realizar inspecciones oculares a los fines de cumplir con el mandato de esta Resolución, de conformidad con el Artículo 31 del Código Político de Puerto Rico de 1902.

Sección 3.- La Comisión rendirá informes parciales con sus hallazgos y recomendaciones durante el término de la Decimonovena Asamblea Legislativa. El primer de estos informes será presentado dentro de los noventa (90) días, contados a partir de la aprobación de esta Resolución. La Comisión rendirá un informe final que contenga los hallazgos, conclusiones y recomendaciones antes de finalizar la Séptima Sesión Ordinaria de la Decimonovena Asamblea Legislativa. 

Sección 4.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.
� Ley 238-2004, Ley de la Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos. 


� United States Census Bureau, https://www.census.gov/library/stories/state-by-state/puerto-rico-population-change-between-census-decade.html


� Necesidades de vivienda de las personas con deficiencias en el desarrollo y otros impedimentos en Puerto Rico. Consejo Estatal sobre Deficiencias en el Desarrollo del Recinto de Ciencias Médicas de la Universidad de Puerto Rico y la Escuela Graduada de Salud Pública. 





